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              1880


            



            	

              Rafael Núñez, del Partido Independiente, es elegido por primera vez presidente.


            

          




          

            	

              1885


            



            	

              Los liberales se levantan en armas contra la segunda presidencia de Núñez (1882-1884), quien, aliado con los conservadores, les derrota y declara el fin de la Constitución federalista de 1863.


            

          




          

            	

              1886


            



            	

              El Consejo de Delegatarios, formado por independientes y conservadores, se aprueba una nueva Constitución. Se adopta el nombre de República de Colombia.


            

          




          

            	

              1887


            



            	

              Se firma el Concordato con el Vaticano, que fortalece la posición de la Iglesia católica. Se funda en Medellín El Espectador, que después establece su sede en Bogotá.


            

          




          

            	

              1896


            



            	

              Se suicida el poeta José Asunción Silva.


            

          




          

            	

              1899-1902


            



            	

              Guerra de los Mil Días.


            

          




          

            	

              1903


            



            	

              Panamá se separa de Colombia.


            

          




          

            	

              1909


            



            	

              El general Rafael Reyes abandona sorpresivamente el país, lo que da fin a su régimen dictatorial, conocido como el Quinquenio. Muere Miguel A. Caro, líder junto con Núñez de la Regeneración.


            

          




          

            	

              1910


            



            	

              Reforma constitucional que introduce la elección directa de presidentes, cuyo periodo se redujo a cuatro años. Se amplía el electorado. Se suprime la pena de muerte y se introduce la acción de constitucionalidad por parte de los ciudadanos. Con la elección de Carlos E. Restrepo, la Unión Republicana conquista la presidencia.


            

          




          

            	

              1914


            



            	

              Los republicanos pierden en las elecciones ante el conservador José Vicente Concha.


            

          




          

            	

              1919


            



            	

              Marco Fidel Suárez renuncia de la presidencia tras un discurso de Laureano Gómez en el Congreso.


            

          




          

            	

              1911


            



            	

              Se funda El Tiempo, diario inicialmente de orientación republicana que abraza el liberalismo en 1921.


            

          




          

            	

              1914


            



            	

              El dirigente liberal Rafael Uribe Uribe es asesinado por dos carpinteros cerca del Capitolio Nacional.


            

          




          

            	

              1923


            



            	

              Se crea el Banco de la República tras las recomendaciones de la Misión Kemmerer.


            

          




          

            	

              1924


            



            	

              José Eustasio Rivera publica La vorágine, novela clásica de las letras colombianas.


            

          




          

            	

              1927


            



            	

              Se funda la Federación Nacional de Cafeteros.


            

          




          

            	

              1928


            



            	

              Una huelga de trabajadores contra la United Fruit Company desemboca en paro general en la zona bananera del Magdalena. La acción del ejército en Ciénaga deja un número extraordinario de muertos.


            

          




          

            	

              1930


            



            	

              Cae en las urnas el régimen conservador. El liberal Enrique Olaya Herrera es elegido presidente.


            

          


        

      


    


  




  

    

      Las claves del periodo




      Eduardo Posada Carbó




       




       




       




       




      Los 50 años que transcurrieron entre 1880 y 1930 fueron de importantes transformaciones políticas, económicas y sociales para Colombia. El periodo se identifica con la consolidación del Estado central, sobre todo a partir de 1886, tras la adopción de una nueva Constitución que revirtió la ola federalista dominante en el país desde mediados del siglo XIX. Fue, sin embargo, una consolidación gradual, traumática y con muchos vacíos, bajo un marco institucional que estuvo lejos de ser uniforme. Aunque la literatura ha solido bautizar todo el periodo entre 1886 y 1930 como la «Hegemonía Conservadora», hubo diferencias significativas a lo largo de estos años, ya que, si bien el Partido Conservador regresó al poder, lo ejerció de forma limitada, en ocasiones compartido con aliados y tradicionales opositores, y siempre sujeto a disputas y fragmentaciones internas.




      Política e institucionalmente, el periodo se abre con la primera presidencia de Rafael Núñez (1880-1882), líder del Partido Independiente, aún bajo los parámetros de la Constitución federal de 1863, aprobada por el Partido Radical. Ambos partidos se habían escindido del liberalismo, pero se encontraban cada vez más distanciados en lo que respectaba al manejo de sus relaciones con el conservatismo y la Iglesia católica, así como a la forma de organizar el Estado. Esta división desembocó en la guerra civil de 1885, durante la segunda presidencia de Núñez (1884-1886), quien triunfó contra los radicales con el apoyo de los conservadores. Una convención paritaria de independientes y conservadores, con exclusión de los radicales, aprobó la Constitución centralista de 1886, que le otorgó a la Iglesia católica un papel tutelar en la vida de los colombianos. Reelegido una vez más en 1892, Núñez permaneció en la presidencia nominalmente hasta su muerte dos años más tarde, cuando le sucedió su vicepresidente Miguel Antonio Caro. Los años de predominio de Núñez y Caro se identifican mejor con la llamada «Regeneración», un programa expuesto por Julián Trujillo, el primer presidente del Partido Independiente, en 1878, pero implementado en firme desde los cambios constitucionales de 1886. Núñez y Caro le otorgaron prioridad a los valores del «orden» y la «paz» en su programa, como fundamento para la prosperidad. El orden conquistado, a costa de las libertades, era bastante precario en el ocaso de la Regeneración a fines de la administración Caro.




      Entre 1898 y 1910, Colombia vivió una época de extraordinaria inestabilidad institucional. En medio de la Guerra de los Mil Días (1899-1902), la más prolongada y cruenta de la historia nacional, el vicepresidente José Manuel Marroquín desplazó del poder en un golpe de cuartel al anciano presidente constitucional Manuel Sanclemente. La guerra dejó millares de víctimas y un país despedazado por la pérdida de Panamá en 1903. El nuevo presidente, el general Rafael Reyes, cerró el Congreso meses después de su elección en 1904 e implantó un régimen autoritario, conocido como el Quinquenio, que terminó con el sorpresivo abandono de Reyes de la presidencia en 1909. Siguió un año de interinidad, cuando Ramón González Valencia presidió el proceso de retorno al orden constitucional.




      En 1910 se inauguró una nueva institucionalidad, aunque mantuvo los pilares fundamentales de la Carta de 1886. No obstante, los cambios introducidos fueron sustanciales. Se adoptó la elección directa del presidente, cuyo periodo se redujo a cuatro años. Se abolió la posibilidad de la reelección consecutiva. Se redujeron las cuantías de ingreso y renta requeridas para votar, con lo que se expandió el electorado. El sistema electoral formalizó la representación de las minorías, introducida por primera vez bajo el régimen reyista. Se creó la acción de constitucionalidad. Por encima de todo, se abrió un periodo de mayores libertades civiles y políticas, bajo la dirección inicial de Carlos E. Restrepo, líder de la Unión Republicana y presidente del país entre 1910 y 1914. El Partido Conservador regresó a la presidencia con la elección de José Vicente Concha y se mantuvo en el poder hasta 1930, cuando perdió las elecciones frente al liberal Enrique Olaya Herrera.




      A pesar de tres guerras civiles —en 1885, 1895 y la de los Mil Días (1899-1902)—, y con la excepción de la breve dictadura reyista, los colombianos fueron regularmente a las urnas para elegir presidente: cada dos años entre 1880 y 1886; cada seis años a partir de 1886 hasta 1904; cada cuatro años desde 1910. Entre 1880 y 1930, 13 personas fueron elegidas a la presidencia. Un número levemente mayor ocupó el cargo, si se tienen en cuenta a quienes reemplazaron a los presidentes, por variados motivos, como tras los retiros y la muerte de Núñez o tras la renuncia de Marco Fidel Suárez en 1919. A las elecciones presidenciales se sumaban las de corporaciones públicas, en un calendario que se intensificó a partir de 1910. La historiografía ha solido prestar mucha menos atención a los congresos, asambleas departamentales y concejos municipales, pero éstos fueron con frecuencia influyentes actores de la política nacional y regional. Pocos presidentes lograron gobernar con mayorías adictas (y menos aún incondicionales) en las dos Cámaras del Parlamento. A nivel departamental y municipal proliferaban los gobiernos divididos.




      La figura que logró mayor poder por mayor tiempo durante el periodo fue Rafael Núñez. Pero gobernó de manera bastante sui generis después de 1886, cuando delegó varias veces la presidencia y se trasladó a Cartagena, desde donde seguía manejando los destinos nacionales a través de editoriales de prensa y de una nutrida correspondencia. Lo más cercano a un régimen personalista fue el Quinquenio de Rafael Reyes. Aun así, no hubo en Colombia nada parecido a las tres décadas de dominio de Porfirio Díaz en México o Juan Vicente Gómez en Venezuela. Quienes lideraron la política colombiana tuvieron siempre que lidiar con organizaciones partidarias con arraigo en sectores populares, las facciones de sus propios partidos que les disputaban poder en el Congreso y la opinión pública que se hacía más manifiesta en los crecientes centros urbanos.




      El sistema partidista fue objeto de significativas variaciones a lo largo del periodo, tanto por el número de partidos que se disputaban el poder como por sus niveles de polarización. A mediados de la década de 1880 se había configurado un sistema de tres partidos —Independiente, Liberal Radical y Conservador— crecientemente polarizado. El Partido Independiente había desaparecido casi del todo diez años después, en parte por los intentos de fusionarse con el Conservador en un nuevo partido, el Nacional, y también por el retorno de muchos independientes a las filas de un liberalismo en proceso de recomposición. Los intentos hegemónicos de los nacionales fracasaron, frente a la disidencia de los conservadores que se llamaron históricos, mientras se mantuvo la polarización que condujo a otra guerra civil a fines de siglo. El sistema partidista volvió a reconfigurarse tras la dictadura reyista, otra vez con tres actores principales, liberales, conservadores y republicanos, bajo un nuevo régimen electoral que garantizaba la representación del liberalismo en las corporaciones públicas. Además de tripartito, el nuevo sistema se despojó de la polarización del pasado, con reglas electorales que garantizaban representación con mayores grados de pluralidad y en condiciones de mayor respeto por las libertades civiles y políticas, mientras se abandonaba el recurso de la guerra civil para disputarse el poder. Los republicanos, sin embargo, tuvieron corta vida como partido efectivo. Y hacia fines del periodo, se había creado el Partido Socialista Revolucionario, antecedente del Partido Comunista, establecido en 1930. No obstante, para ese entonces se había desarrollado un sistema bipartidista, cuyo nítido establecimiento le otorgaba características distintas al sistema de partidos que había predominado hasta entonces en el país. Cuando en 1930 el Partido Liberal regresaba a la presidencia, eran visibles las señales de la polarización que comenzó a identificar al relativamente nuevo bipartidismo colombiano.




      Los anteriores desarrollos de la política obedecieron en buena parte a condiciones nacionales, aunque por supuesto influenciados de manera significativa por los cambios en el orden mundial.




      Algunos conflictos internos tuvieron repercusiones internacionales. Tales fueron los orígenes de las disputas diplomáticas con Italia durante la guerra de 1885, cuando el gobierno colombiano tomó acciones contra el empresario italiano Ernesto Cerruti, acusado de ayudar a las fuerzas rebeldes. Como lo muestra Stephen J. Randall en el capítulo «Colombia en el mundo», el caso Cerruti se convirtió en «motivo de discordia entre Colombia e Italia durante casi 25 años». Antes de su resolución, el país sufrió en 1898 el bloqueo de sus puertos por parte de cinco cruceros italianos.




      Sin embargo, la fuente de mayor contención internacional fue Panamá, donde las posibilidades de construir un canal interoceánico alimentaron desde temprano en el siglo XIX celos y rivalidades entre diversos intereses y ambiciones imperiales. Otra guerra civil, la de los Mil Días, sirvió como detonante para la separación definitiva de Panamá con la ayuda de la administración de Theodore Roosevelt en 1903. Siguieron varios años de distanciamiento con Estados Unidos, hasta las ratificaciones del Tratado Urrutia-Thomson, que le reconoció a Colombia una indemnización de 25 millones de dólares por la pérdida de Panamá. Las discusiones sobre tales arreglos afectaron una y otra vez la política interior, frente a las reacciones nacionalistas. Se impuso en últimas el pragmatismo, que el presidente Marco Fidel Suárez resumió con su doctrina del respice polum: la necesidad de mirar hacia el «norte» en reconocimiento de los intereses del país. La influencia de Estados Unidos se hizo más visible desde la segunda década del siglo XX, aunque confinada hasta cierto punto a la vida económica. En materia militar, por ejemplo, Colombia acudió a otros países, como Chile y Francia —este último colaboró también en la misión que buscó modernizar la policía de Bogotá a fines del siglo XIX—. En materia cultural, se fortalecieron los lazos con la Iglesia católica a través del Concordato con el Vaticano en 1888, y nuevos acuerdos con Roma en 1925.




      Seguían pendientes otros problemas fronterizos, cuyos intentos de resolución —como el caso de las islas de San Andrés y Providencia— demostraron posteriormente ser inconclusos y frustrantes. Las disputas con Venezuela fueron sometidas a sucesivos arbitrajes, primero con España en 1891 y luego con Suiza en 1917. Con Perú se firmó el Tratado Lozano-Salomón en 1922, fuente de insatisfacciones para el vecino país, que provocó el enfrentamiento bélico de comienzos de la década de 1930.




      A pesar de sus limitaciones, como muestra Randall en «Colombia en el mundo», los líderes de las relaciones internacionales de Colombia, en la presidencia y el ministerio del ramo, demostraron niveles de sofisticación en el manejo de la política exterior durante el periodo: «Constantemente buscaron apoyar el desarrollo de los principios básicos del derecho internacional y la adherencia a esos principios en la práctica, incluyendo el arbitraje internacional y los derechos y obligaciones de las naciones neutrales durante una guerra». Colombia se adhirió a los principios del panamericanismo desde su primera conferencia en Washington en 1898. Y la diplomacia del país tuvo una participación activa en la Sociedad de Naciones, establecida en 1919.




      Las transformaciones en la economía mundial tuvieron por supuesto impacto en Colombia, aunque, como observa María Teresa Ramírez en su capítulo «El proceso económico», durante el periodo la economía del país se «caracterizó por ser poco abierta y pequeña». No obstante, sus circunstancias cambiaron de manera significativa desde comienzos del siglo XX, y así permitieron importantes y notables desarrollos.




      Desde mediados del siglo XIX, la expansión de la economía mundial había generado un movimiento global sin precedentes de población, bienes y capital, del cual Colombia participó de manera bastante limitada y tardía. Cualquier ambición de progreso se tropezaba con las dificultades del sector exportador. Un auge breve del comercio de la quina en la década de 1880 fue seguido de un nuevo periodo de estancamiento. Pero, a partir de 1905, las exportaciones de café, cueros, bananos y petróleo, entre otros productos, le imprimieron una dinámica extraordinaria a la economía nacional. Se fortalecieron las finanzas públicas. Mejoró el transporte. Proliferaron las industrias. Se expandió la demanda doméstica. Entre 1906 y 1929, la economía creció a una tasa anual per cápita del 3,7 por ciento.




      El líder de todo este proceso fue el café. Si bien su producción se había extendido durante la segunda mitad del siglo XIX, su consolidación fue fruto de los mejores precios internacionales del grano desde 1905. Durante el periodo, la geografía cafetera amplió sus horizontes productivos de oriente a occidente, mientras su mercadeo inicial vinculaba la economía de los Andes con los puertos del Caribe, a través del río Magdalena. Con la apertura del Canal de Panamá en 1917, las exportaciones cafeteras comenzaron a seguir cada vez más la ruta del puerto de Buenaventura en el Pacífico. Su producción se mantuvo en manos nacionales, ampliadas con la expansión de las pequeñas parcelas, sobre todo en las colonizaciones de las nuevas fronteras antioqueñas. Sus desarrollos estuvieron acompañados por esfuerzos asociativos de importancia duradera tras el establecimiento de la Federación Nacional de Cafeteros en 1927.




      La geografía exportadora del banano fue en cambio más limitada, y su producción, también a diferencia del café, involucró la presencia dominante del capital extranjero desde el establecimiento de la United Fruit Company en el departamento del Magdalena a la vuelta del siglo. Bananeros nacionales —grandes, medianos y pequeños— coexistieron con la empresa estadounidense, pero con frecuentes dificultades por el monopolio que ésta ejerció sobre el transporte y la exportación de la fruta. Se suele hacer referencia al «enclave» bananero, como si se hubiera tratado de una zona productiva sólo atada al mercado exterior, con pocos lazos con la economía nacional. Es cierto que el banano no estimulaba los enlaces más ampliados de otros productos como el café. Sin embargo, la expansión de las plantaciones bananeras estimuló las actividades económicas de otros sectores en dimensiones que deben ser mejor apreciadas. Crecieron el comercio y la construcción de viviendas. Adicionalmente, muchas industrias en Santa Marta, Ciénaga y hasta Barranquilla se establecieron gracias a los beneficios de la economía bananera, que fue además fuente de empleo para una población laboral inmigrante de casi todos los rincones del país.




      Otro producto que contribuyó al sector exportador con participación de capital extranjero fue el petróleo, desde fines de la década de 1920. Hubo también intentos de atraer inversión extranjera en la producción de carne refrigerada para la exportación, y, en efecto, sumas importantes de dinero se destinaron a la construcción de un frigorífico en Coveñas. Fue, no obstante, una empresa llena de frustraciones y sin resultados. Más allá de estos sectores, sobre todo en las industrias del banano y del petróleo, la economía colombiana fue durante todo el periodo poco atractiva al capital extranjero, en contraste con otros países latinoamericanos como Chile, Argentina, Brasil y México.




      Al lado del café, el sector más dinámico de la economía nacional fue la ganadería, poco apreciada por la literatura. Sus cueros fueron de tiempo en tiempo productos importantes de exportación, como lo fue también el ganado en pie. Fuente de alimento, el ganado de la costa, por ejemplo, abastecía la demanda creciente de carne en departamentos como Antioquia, Cundinamarca y Santander. Se conoce menos la historia de la leche y sus productos derivados, cuyos mercados fueron con seguridad limitados. Cualesquiera que fuesen sus subproductos, la economía ganadera cubría casi todo el territorio colombiano, además de ser una actividad en manos nacionales. Los historiadores han tendido a confundir la ganadería equivocadamente sólo con el latifundismo, ignorando la numerosa presencia de medianos y pequeños propietarios de cabezas de ganado y la complejidad de arreglos con los dueños de tierra y los comerciantes. Adicionalmente, productos ganaderos como el cuero, además de rendir divisas extranjeras, sirvieron de materia prima para algunas de las primeras fábricas, como las del calzado. Y en la ganadería se originaron capitales que se reinvirtieron en otros sectores de la economía, incluso en las industrias.




      El despegue industrial se debió, ante todo, a la dinámica del sector exportador, con sus vaivenes. Fue un despegue lento y tardío, con precedentes en el boom tabacalero de mediados de siglo, que propició el establecimiento de primitivas industrias en la década de 1870. El auge posterior y sostenido del café fue un motor de mayor empuje. Hacia 1930, Bogotá, Medellín, Barranquilla y Cali se destacaban como los principales centros industriales del país.




      Los mejores desempeños del sector exportador redundaron también en beneficios para el transporte, aunque nuevamente sus desarrollos fueron graduales y limitados. Ganó impulso la navegación en el río Magdalena, la principal arteria de comunicación en el país durante todo el periodo. Desde la administración Reyes, se extendieron las líneas de ferrocarriles, por lo general para vincular algún puerto del río con centros productivos, aunque en 1918 el Ferrocarril del Pacífico llegó a Buenaventura. Los desarrollos ferroviarios fueron no obstante escasos, en buena parte por las dificultades de la abrupta topografía del país. En contraste, la aviación tuvo un auge inusitado con el establecimiento de la empresa colombo-alemana SCADTA en 1919, pionera en la aviación comercial en las Américas. Las carreteras comenzaron a recibir mayor atención a partir de la segunda década del siglo. Para 1930, sin embargo, la infraestructura vial del país seguía siendo precaria y, en muchas áreas, como lo muestra una fotografía de Toto López Mesa en Piedecuestas, en 1928, las recuas de mulas continuaron siendo un medio básico de transporte para los productos como el café, que debían cruzar los espinosos caminos de la montaña colombiana en búsqueda de mercados.




      No debe subestimarse el impacto de tales avances, a pesar de sus limitaciones. Frente al prolongado estancamiento del siglo XIX, que confinó la economía colombiana a la zaga en la región, los desarrollos adquirieron ritmos acelerados a partir de 1910. A las mejoras fiscales como resultado de los ingresos exportadores se sumaron la millonaria compensación estadounidense por la pérdida de Panamá y una bonanza de créditos externos que sirvieron para financiar nuevas obras públicas. Hubo desarrollos institucionales de importancia, destinados a darle mayor estabilidad a las finanzas, como la creación del Banco de la República en 1923.




      El comportamiento de la economía colombiana, observado en su conjunto durante los 50 años transcurridos entre 1880 y 1930, estuvo marcado por su pobreza. Sus frustrantes resultados, como se muestra en el capítulo «El proceso económico», se explican en buena parte por los bajos niveles educativos de la población, las enormes dificultades geográficas que aislaron a las zonas productivas andinas del mercado internacional y a los desajustes provocados por las guerras civiles. A fines del periodo, sin embargo, Colombia daba señales de recuperación acelerada en contraposición al parco desarrollo decimonónico. Tenía que superar de todas formas la depresión económica mundial desatada por la crisis de la Bolsa de Nueva York en 1929.




      El país que se asomaba al desarrollo económico moderno en 1930 comenzaba también a distinguirse por sus más rápidos crecimientos urbanos, aunque seguía conformado en su mayoría por una población rural y dispersa en un vasto territorio con precarias comunicaciones.




      Según los censos oficiales —pocos de fiar, como señala Marco Palacios en su capítulo «Población y sociedad»—, la población colombiana pasó de 2,7 millones en 1870 a 7,8 millones en 1928. Fue un crecimiento poblacional netamente endógeno, relativamente lento, aunque a mayores ritmos a partir de 1905. A diferencia de los países del Cono Sur, Colombia no atrajo masas de inmigrantes. Los más numerosos fueron los de origen sirio-libanés, establecidos en casi todos los rincones de la República. Si bien los patrones demográficos no se modificaron de manera significativa como resultado de la inmigración externa, hubo importantes movimientos poblacionales internos, motivados por las nuevas áreas de crecimiento económico.




      Con un territorio superior al millón de kilómetros cuadrados —cercano a la extensión de Francia, Portugal y España juntos—, la densidad demográfica en 1930 seguía siendo baja. La población se encontraba asentada alrededor de un millar de municipalidades esparcidas nacionalmente, aunque con mayores concentraciones en el macizo de los Andes y en el norte del Caribe, y con amplios espacios relativamente desocupados, como en la Amazonía y el Putumayo. En 1930 muy pocas ciudades tenían más de 100.000 habitantes —Bogotá, Medellín, Barranquilla y Cali—. En los departamentos de la costa Atlántica, por ejemplo, la población de más del 50 por ciento de sus municipios oscilaba entre 5.000 y 20.000 habitantes y casi un 40 por ciento entre 2.000 y 5.000. Sus emergentes centros urbanos conservaban sabor rural, como Valledupar en 1915, cuando «ocurría a menudo que la paz [del municipio] era turbada por todo un hato ganadero que atravesaba el pueblo». Durante el periodo, no surgieron en el país ciudades nuevas notables, pero sí varió la jerarquía urbana y regional, como anota Palacios. Ello explicaría en parte la formación de nuevos departamentos en las primeras décadas del siglo XX: Caldas, Valle del Cauca, Norte de Santander, Huila y Atlántico.




      Esta sociedad, mayoritariamente rural, siguió caracterizada por su rica heterogeneidad racial y sus complejas relaciones sociales, con distintivos regionales, examinados en el capítulo «Población y sociedad». Bogotá logró conservar la primacía bajo la estructura centralista de la Constitución de 1886, que, no obstante, dejó amplios márgenes de acción a las localidades. La separación de Panamá en 1903, con su historia previa de secesiones en el siglo XIX, fue un evento excepcional y extremo de fragmentación. En 1919, la Liga Costeña —dirigida por comerciantes e industriales barranquilleros— fue recibida con temores secesionistas en los círculos del poder en Bogotá. Pero muchas de sus demandas buscaban ante todo una mayor integración con el mercado nacional. El aislamiento regional, que pudo haber predominado en buena parte del siglo XIX, comenzó a romperse con los flujos internos de movimiento poblacional. La zona bananera del Magdalena, como ya se advirtió, atrajo trabajadores y empresarios de casi todas las regiones del país.




      En una y otra región, las mayores concentraciones poblaciones condujeron a cambios en las relaciones sociales y a conflictos que adquirían el ritmo y tono de los nuevos tiempos. Las protestas urbanas de Bogotá en 1893 fueron en su momento extraordinarias por la amplitud de participantes. En 1910 masas de cartageneros tomaron las calles de la ciudad, en una manifestación en la que se combinaban malestares contra el arzobispo y las autoridades aduaneras. En esta década se produjeron también las primeras huelgas de connotaciones modernas, típicamente en zonas portuarias de relativa concentración de trabajadores. Siguieron movimientos reivindicativos de importancia en zonas cafeteras de Cundinamarca y en regiones petrolíferas. Ninguno tuvo las dimensiones ni el impacto de la huelga en la zona bananera en 1928, un paro propiciado originalmente por las demandas insatisfechas de los trabajadores de la United Fruit Company, que se convirtió en huelga general, con el apoyo de comerciantes, pequeños bananeros y hasta de las autoridades locales. Sus resultados fueron trágicos. Las dimensiones extraordinarias del número de muertos tras las acciones represivas del ejército adquirieron caracteres de leyenda y marcaron desde entonces un hito de enorme significado en la memoria nacional.




      Los desarrollos de esta sociedad cada vez más urbanizada se vieron condicionados por el papel tutelar que la Iglesia católica mantuvo sobre la educación de los colombianos desde la Constitución de 1886. Su presencia era por supuesto predominante en las escuelas oficiales. Se incrementó el número de sacerdotes, muchos provenientes de Europa, así como de las congregaciones religiosas. Pero la influencia de la Iglesia siguió variando de región en región. Y fue de todas formas limitada, además de verse enfrentada a los constantes esfuerzos de secularización. Los liberales, por ejemplo, fundaron la Universidad del Externado en el mismo 1886. Hubo presidentes que veían las tareas del Estado integralmente asociado con la Iglesia, como Miguel Antonio Caro y Marco Fidel Suárez. Otros, como Carlos E. Restrepo, hicieron genuinos esfuerzos por separar a la Iglesia de los asuntos políticos. De cualquier manera, amplios sectores de la población permanecieron relativamente ajenos al dominio de la Iglesia, como lo sugieren las altas tasas de ilegitimidad. En el campo educativo pueden identificarse las limitaciones de la Iglesia, al constatarse las bajas tasas de escolaridad.




      No obstante, la expansión de la acción de la Iglesia fue notable. El arzobispo de Bogotá Bernardo Herrera Restrepo (1891-1928) hizo además importantes esfuerzos para unificar la acción de la Iglesia, sobre todo a partir de las Conferencias Episcopales, inauguradas en 1908. Los pronunciamientos del Episcopado sostuvieron un marcado espíritu antiliberal que se remontaba a mediados del siglo XIX, con excomuniones y prohibiciones de lecturas de la prensa republicana y liberal. A la defensiva, el líder liberal Rafael Uribe Uribe publicó en 1912 un pequeño libro —De cómo el liberalismo colombiano no es pecado—, origen de una polémica con repercusiones políticas. Cuando los liberales regresaron al poder en 1930, buena parte de su programa modernizador se definía por sus propuestas de secularizar la sociedad.




      La vida cultural colombiana se desenvolvió pues en medio de las tensiones provocadas por el dominio ejercido por el catolicismo. Sin embargo, tras los momentos de relativa censura estatal bajo la Regeneración, el país comenzó a gozar de mayores grados de libertad civil desde 1910. De cualquier manera, las expresiones culturales proliferaron durante el periodo, en un «embate modernizador», descritas con detalle en el capítulo «La cultura», de Patricia Londoño.




      Fue una producción, claro está, diversa y ecléctica en sus influencias y manifestaciones a lo largo del periodo. El culto a la lengua y a la gramática tuvo un auge durante los tiempos de Miguel Antonio Caro, conservado por Marco Fidel Suárez, quien, ya retirado de la presidencia, comenzó a escribir los Sueños de Luciano Pulgar. Se publicaron obras de impacto duradero como Idola Fori (1909), de Carlos Arturo Torres, o La vorágine (1924), la novela de José Eustasio Rivera, que relató las penosas condiciones de la explotación del caucho en la región amazónica. Pocos autores colombianos de la época ganaron tanta fama continental como José María Vargas Vila. Y pocas generaciones tuvieron tanto impacto como la bautizada «generación del Centenario», con un valioso legado intelectual en los valores de tolerancia, concordia y civilidad promovidos por sus exponentes.




      Otras expresiones de la cultura se enriquecieron con algunas mejoras materiales de importancia, como la construcción del Teatro Colón en Bogotá, que abrió espacios para la dramaturgia y la ópera. El progreso económico, combinado con mayores niveles de estabilidad política, sentó las bases para el establecimiento de periódicos de vida duradera. Como había sido la norma en periodos pasados, se fundaron muchos más periódicos de los que sobrevivieron. A pesar de tales experiencias frustrantes, El Espectador (1885), El Tiempo (1911), El Colombiano (1912) y Vanguardia Liberal (1922) —los diarios hoy más viejos del país— se fundaron durante el periodo.




      En 1910, los colombianos celebraron el primer centenario de la independencia con emociones encontradas, entre lamentos por un pasado de escasos logros y renovadas esperanzas por un mejor porvenir. Dos décadas más tarde, en 1930, las manifestaciones de optimismo cauteloso en aquellas celebraciones no parecían haber estado infundadas.




      Las transformaciones del país habían sido enormes. El recorrido nacional desde 1880, examinado en este volumen por distintos autores desde diversas perspectivas, estuvo lleno de traumas y obstáculos, lejos además de haber seguido una línea unívoca de progreso gradual. Pero, en 1930, los colombianos tenían razones para enorgullecerse de importantes logros, económicos, sociales y políticos. Éstos se aprecian mejor en perspectiva, tanto en contraste con el pasado decimonónico como con la ruta sombría del panorama internacional en las primeras décadas del siglo XX. Mientras en 1930 se expandía el totalitarismo en Europa y se sucedían los golpes de Estado en América Latina, en Colombia el poder cambiaba de manos tras las decisiones de las urnas electorales, una muestra extraordinaria de fortalecimiento de las instituciones democráticas y liberales con la que se inauguraba otra etapa de la vida nacional.
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      Al aproximarse el fin de su presidencia en 1882, Rafael Núñez presentó ante el Congreso un balance de su gobierno, en el que reiteró que la necesidad apremiante de los colombianos era «el establecimiento del orden sobre bases inconmovibles». Ese había sido «el objeto preferente» de sus tareas desde que comenzó a ejercer la primera magistratura en 1880. Su llegada al poder había estado antecedida de un periodo «de casi continuos trastornos», con diversas luchas armadas en Antioquia, Panamá, Cauca y Magdalena, que consumieron las rentas públicas. Dos años después, al concluir su administración, Núñez destacaba sus logros: «Aunque las aspiraciones subversivas» no se habían «extinguido», confiaba en que el país se estaba acercando «gradualmente al fecundo reinado de la paz científica».




      Su optimismo fue prematuro. Elegido a la presidencia por segunda vez en 1884, sus aspiraciones de paz se vieron frustradas cuando, un año más tarde, estalló una nueva guerra civil. Tras sofocarla, el gobierno de Núñez le dio un gran viraje a los destinos nacionales: declaró muerta la Constitución de Rionegro, vigente desde 1863, y convocó una Asamblea que promulgó la Constitución de 1886, orientada hacia la centralización estatal y el desarrollo de la sociedad bajo los valores y el tutelaje de la Iglesia católica. Fue un viraje político de enorme significado. Para sofocar la guerra civil, Núñez se alió con los conservadores, quienes ocuparon desde entonces el poder de manera predominante hasta 1930.




      El presente capítulo examina los desarrollos de la política colombiana desde el primer ascenso de Núñez a la presidencia, en 1880, hasta el fin de lo que se ha llamado la Hegemonía Conservadora (1886-1930). Éste es un nombre equívoco, pues simplifica las complejidades del origen, la naturaleza y la evolución del régimen que se inauguró bajo los parámetros de la Constitución de 1886. Oculta, en primer lugar, una historia más rica del sistema de partidos políticos, más allá de la narrativa bipartidista que aún domina en la historiografía. Impide además valorar los elementos liberales que mantuvo la Carta de 1886. E impide también apreciar la importancia de las reformas constitucionales adoptadas en 1910. Las páginas que siguen ofrecen pues una lectura revisionista del periodo. Para tal propósito, el capítulo se divide en cinco secciones. La primera se ocupa del movimiento nuñista, conocido como la Regeneración, hasta la muerte de su líder en 1894. La segunda examina algunos de los principales desarrollos entre la presidencia de Miguel Antonio Caro desde aquella fecha hasta la caída del gobierno de Rafael Reyes en 1909. La tercera se centra en el momento de 1910 cuando, al tiempo de las celebraciones del primer centenario de la independencia, se introdujeron profundas reformas a la Constitución. La cuarta analiza los desarrollos partidistas entre las décadas de 1910 y 1920. Y la quinta se dedica al fin del régimen conservador, que culminó en las elecciones presidenciales de 1930.




       




       




      La Regeneración (1880-1894)




       




      Con la elección de Rafael Núñez para la presidencia (1880-1882), una nueva fuerza política parecía consolidarse en Colombia: el Partido Independiente. Su origen tuvo lugar en la campaña electoral de 1875 que dividió al Partido Liberal entre radicales e independientes. Los radicales triunfaron entonces con la elección de Aquileo Parra, quien, ya en la presidencia, enfrentó con buenos éxitos una revolución conservadora en 1876. Aunque los radicales siguieron en control del gobierno central durante el siguiente periodo presidencial, entonces de sólo dos años (1876-1878), los independientes ganaron poder en un buen número de estados, incluido Bolívar, hasta conquistar la presidencia con Julián Trujillo en 1878. Los independientes no eran una simple facción liberal. Por sus características, debe tratárselos como un «partido» más: contaban con una organización para luchar en las elecciones, periódicos en diversas regiones del país, representación en las corporaciones públicas e identificación con nombre y programa propios. En 1880, además de la presidencia, disponían de la mayoría en el Congreso.




      Cualquier análisis de la política colombiana durante este periodo debe partir, por consiguiente, del reconocimiento de un sistema partidista compuesto por tres actores principales: conservadores y liberales (radicales), establecidos desde mediados del siglo XIX, e independientes. Derrotados en la guerra de 1876, los conservadores emprendieron un proceso de fortalecimiento que comenzó a dar frutos tras la conformación del Directorio Nacional del partido en 1879. A su turno, varios expresidentes radicales establecieron en 1880 un Comité Liberal Central con el fin de reunificar las filas del viejo partido frente a los desarrollos de los independientes. Algunos independientes regresaron a sus filas originales, incluido Francisco Javier Zaldúa, quien sucedió a Núñez en la presidencia (1882-1884), aunque los independientes siguieron dominando las mayorías en el Congreso, además de contar con fortalezas en Bogotá, los estados de la costa Norte y el Cauca.




      Según la historiadora Helen Delpar, «hacia 1884 los Independientes no constituían un partido […] sino que más bien podían ser considerados como un grupo de satélites girando en torno de la figura de Núñez». Sin embargo, a Núñez —elegido por segunda vez a la presidencia en 1884— y a muchos de quienes permanecieron fieles independientes les motivaba un programa, identificado ante todo con el fortalecimiento del Ejecutivo central frente a los estados de la unión y el acomodamiento tanto con la Iglesia católica como con el Partido Conservador. Fueron estos puntos los que provocaron un aún mayor distanciamiento entre independientes y radicales, mientras que Núñez recibía el respaldo de los conservadores. Y fueron esos puntos finalmente los que animaron la insurrección radical de 1885, cuya chispa se originó en los conflictos electorales del estado de Santander, en un contexto de crisis económica y fiscal y de fragmentación política. La insurrección fue infructuosa. Tras su derrota, se inauguró oficialmente el régimen de la Regeneración, presidido por Núñez en alianza con los conservadores.




      El diseño del nuevo régimen estuvo a cargo de un Consejo Nacional de Delegatarios compuesto de 18 miembros, una mitad de independientes y otra de conservadores. De allí surgió la Constitución de 1886, que fortaleció la autoridad central alrededor del Ejecutivo y le concedió a la Iglesia católica un papel fundamental en la orientación de los destinos colombianos. La nueva carta extendió el periodo de los presidentes de dos a seis años; acabó con la elección de los gobernantes locales, quienes desde entonces serían nombrados por el presidente; y centralizó el sistema electoral. Reintrodujo restricciones económicas al sufragio (un ingreso anual de 500 dólares o propiedad de bienes raíces de 1.500 dólares) para las elecciones de representantes a la Cámara y los «electores», el cuerpo de segundo grado encargado de seleccionar al presidente. No obstante, para las elecciones de concejos municipales y asambleas departamentales se adoptó un sufragio ampliado. El centralismo quedaba matizado por una dinámica política de arraigue aún local, con incentivos institucionales. A las asambleas departamentales, por ejemplo, se les designó la facultad de elegir a los senadores; las autoridades electorales quedaron también sujetas a la política de los departamentos. Seguía además predominando una concepción del poder limitado, con el mantenimiento de un Congreso bicameral y la existencia de una Corte Suprema de Justicia que comenzó a ejercer funciones de control constitucional. A la Iglesia se le otorgó un poder tutelar sobre la sociedad colombiana, al ponerla a cargo de la educación, pero se prohibió la elección de sacerdotes a las corporaciones públicas y su nombramiento como funcionarios oficiales excepto en el sector educativo. La carta incluía además un título extenso dedicado a los «derechos civiles y garantías sociales», de corte liberal, aunque introdujo algunas disposiciones restrictivas, en principio transitorias, como el artículo K, en el que se dispuso que mientras no se expidiese una ley de imprenta, el gobierno quedaba «facultado para prevenir y reprimir los abusos de la prensa».




      Desde esta perspectiva, la Constitución de 1886 no fue la imposición de un solo partido, sino que fue en parte fruto del compromiso político entre independientes y conservadores, con la exclusión, sí, de los radicales. Y ese espíritu de compromiso se vio reflejado en muchas de las discusiones del cuerpo constituyente, como también en el resultado de una carta que mantuvo elementos centrales tanto del ideario liberal como del conservador.




      En sus inicios, los independientes mantuvieron el control del Ejecutivo, bajo el liderazgo de Núñez en la presidencia, con miembros de su partido a cargo de las secretarías de Gobierno, Hacienda, Guerra y Fomento. Hubo intentos de formar un nuevo partido entre los miembros de la coalición gubernamental, que adoptó el nombre de Nacional. A mediados de 1886, Núñez regresó a su residencia en Cartagena y delegó el poder en José María Campo Serrano, viejo aliado independiente. Reasumió la jefatura del Estado un año después, hasta fines de 1887, cuando volvió a delegar la presidencia, esta vez en manos de Eliseo Payán, otro independiente. Para entonces, sin embargo, la fuerza de los independientes había disminuido de manera notable, entre regresos a las filas del liberalismo y disputas internas. Algunas medidas tomadas por Payán, a escasos dos meses de su designación, provocaron la reacción del mismo Núñez, quien volvió a encargarse del ejercicio de la presidencia en febrero de 1888. «Los independientes de poca fe —le escribió Núñez a Marceliano Vélez, aliado y jefe conservador en Antioquia— han desertado del partido nacional, y en lo sucesivo el principal elemento de éste será el antiguo partido conservador». Así llegaba a su fin un partido que alcanzó a tener protagonismo de primera fila en la política colombiana durante unos trece años. En agosto de 1888, tras instalar el primer Congreso elegido bajo las nuevas instituciones, Núñez puso a cargo de la presidencia al conservador Carlos Holguín. Desde entonces, los conservadores tomaron las riendas del recién creado Partido Nacional aunque, como presidente titular desde su residencia en Cartagena, Núñez mantuvo el mando del poder y siguió orientando desde el puerto caribeño los destinos colombianos a través de una intensa correspondencia y de sus regulares artículos en El Porvenir.




      «Ya no hay independientes ni conservadores: todos somos nacionales», había expresado el general Rafael Reyes. El Partido Nacional fue el vehículo político del gobierno regenerador desde 1888. A las fracturas de los antiguos independientes se sumaron también las divisiones conservadoras. «No hay partidos sino grupos», se lamentaba Núñez en su correspondencia con Vélez. «Pocos se preocupan de principios, y pocos, por lo mismo, se recuerdan de lo que se ha conquistado a costa de tanta labor». El conflicto en el seno del nuevo partido gubernamental se agudizó durante la campaña electoral de 1891. Núñez era el candidato indisputable de los nacionales para la presidencia. Lo que ocasionó el «apasionamiento del debate», como observó Carlos E. Restrepo, fue la candidatura para la vicepresidencia, disputada por dos miembros del Partido Nacional, Marceliano Vélez y Miguel Antonio Caro. Ante la división de sus aliados, Núñez permaneció neutral durante unos meses. Pero «el lenguaje reciente de ciertos periódicos, juntas y cartas de los que sostienen su candidatura», le escribió a Vélez el 9 de septiembre de 1891, que manifestaban «desacuerdo absoluto» con sus políticas, motivó su decisión final. Se apartó de Vélez y adoptó la candidatura de Caro. Vélez, en su turno, se lanzó a la presidencia, con José Joaquín Ortiz como compañero vicepresidencial, y respaldado por los liberales, que se abstuvieron de presentar candidatos propios en la contienda. La fórmula Núñez-Caro triunfó por una amplia mayoría en las asambleas electorales. Poco tiempo después, Núñez tomaba posesión de la presidencia de la República en una ceremonia en Cartagena, mientras que el vicepresidente Caro se hacía cargo del Ejecutivo en Bogotá.




      Los dos siguientes años continuaron de alguna manera siendo extraordinarios en la vida política colombiana, cogobernada desde el puerto caribeño. Caro, es cierto, se encargaba en Bogotá de las tareas diarias de la administración. Pero hasta cierto punto Cartagena se convirtió en la capital no oficial del país durante los siguientes años. Allí, desde su residencia en el Cabrero, Núñez siguió trazando pautas sobre la conducción nacional como presidente titular de los colombianos. «Cartagena —escribió un visitante extranjero en 1893— es virtualmente el centro del poder político en Colombia», desde donde, «liberado de todo tejemaneje oficial, el presidente ejerce el poder supremo». Su poder era, no obstante, limitado. Y lo ejercía, como ya se sugirió, a través de cartas y artículos de prensa, y también del telégrafo, tareas que ocupaban buena parte de sus días, como lo relatara en sus memorias Julio H. Palacio, su secretario privado durante los años 1893 y 1894. «Cultivaba una extensa correspondencia, que él mismo llevaba de su puño y letra», señaló Marco Fidel Suárez. De todos los rincones del país recibía cartas que su esposa, Soledad, organizaba cada mañana, antes de que Núñez se dedicara a leerlas en su oficina. Diariamente, Palacio llevaba al telégrafo los despachos presidenciales. Palacio también se encargaba de llevar los artículos de Núñez a El Porvenir, que eran reproducidos en la prensa nacional. Tocaba entre ellos toda suerte de temas: la defensa del papel moneda y la organización bancaria, los problemas de orden público, los contratos de ferrocarriles y hasta sus discrepancias con los proyectos sobre el monopolio del tabaco del presidente encargado en Bogotá.




      No obstante, Núñez y Caro supieron conservar recíproca lealtad. «Soy de UD. Hasta la muerte», le escribió a Caro cuando éste, en agosto de 1894, se enfrentaba al Congreso. Aquella alianza política era una mínima condición para el mantenimiento de un régimen que, si bien organizado alrededor de la autoridad que irradiaba con su pluma el líder cartagenero, contó también con el extendido apoyo social de la Iglesia católica, fortalecido tras la firma del Concordato entre el gobierno colombiano y el Vaticano en 1887.




      Para garantizar el orden, la Regeneración aumentó las filas del ejército, aunque su tamaño permaneció relativamente limitado. La Regeneración logró además contar con el respaldo de los artesanos urbanos, en parte debido a las tarifas proteccionistas y a otras medidas favorables al desarrollo del sector, como el establecimiento del Instituto de Artesanos en 1886. No se trataba de un apoyo incondicional ni homogéneo. Así pudo comprobarse en enero de 1893, cuando Bogotá sufrió las protestas sociales violentas más serias del periodo, lideradas por artesanos, en confrontaciones que dejaron más de 40 personas muertas y muchas más heridas. En aquellas protestas se combinaban diversas causas: el malestar artesanal por una serie de ataques de prensa en su contra, en condiciones de creciente adversidad económica que afectaban a la población en general, y la reacción popular contra las reformas de la policía con las que el régimen intentaba regenerar el orden urbano.




      La principal oposición al gobierno regenerador no tenía orígenes de clase, sino partidistas. Después de la desarticulación y el desánimo que siguieron a su derrota en la guerra de 1885, los liberales emprendieron su reorganización, que cobró cierta fuerza a comienzos de la década de 1890. Convocada por el Centro Liberal en 1892, la convención del partido se dividió en tres líneas: quienes abogaban por la oposición pacífica, quienes pedían prepararse para la guerra y quienes defendían adelantar la oposición pacífica, pero con la opción de levantarse en armas. El resultado fue un compromiso contradictorio, en el que mientras se declaraba la guerra se elegía como jefe del partido a Santiago Pérez, «apóstol supremo de la paz». Pérez, expresidente de la República (1874-1876), comenzó a liderar las tareas de su partido desde las páginas de El Relator, su nuevo órgano oficial. Sus editoriales en 1893 desataron una legendaria polémica con Carlos Holguín en las páginas de El Correo Nacional, cuyo intercambio anticipó un juicio sobre la naturaleza de la Regeneración y el carácter aún polarizado de la política colombiana. Pérez atacó a los gobiernos regeneradores por sus medidas represivas, en particular por la falta de respeto a la libertad de imprenta. La respuesta de Holguín se extendió en una serie epistolar, publicada en forma de libro como Cartas políticas a fines de 1893, «la apología del régimen de la Regeneración». Mientras resaltaba los centenares de «hojas periódicas que han visto la luz desde que impera la Regeneración», incluido El Relator, Holguín, sin embargo, aceptaba que cuando estuvo encargado del Ejecutivo se habían suspendido siete periódicos y otros doce habían sido multados. Paradójicamente, la represión se recrudeció en medio de esta polémica. En agosto de 1893, atemorizado por las posibilidades de una revuelta liberal, la administración Caro cerró El Relator, ordenó el arresto de varios liberales y envió al director y líder del partido al exilio.




      A la oposición liberal se sumaba la hostilidad creciente contra Caro desde las mismas filas del partido gobiernista, reflejada en un Congreso cada vez más adverso. En agosto de 1894, el presidente encargado en Bogotá le escribía a Núñez con evidente desespero: «Es preciso que Ud. tome la dirección o que llame al orden a esos amigos suyos que están jugando con candela». A pesar de sus problemas de salud, Núñez se dispuso a viajar a Bogotá para retomar el poder, pero sus intenciones se vieron truncadas por su muerte, en la madrugada del 18 de septiembre. Con el fallecimiento de Núñez comenzaba a cerrarse un periodo significativo de la política colombiana que sus simpatizantes identificaban con «la restauración de la unidad nacional, en vez de la antigua disolución de la patria; la restauración de la paz y del trabajo, en lugar de la guerra permanente; y la restauración de la justicia, esencia de la libertad, en vez de la licencia reglamentada». Elogios teñidos de partidismo exagerado, sin duda. Sin ese apasionamiento partidista, el ministro de Estados Unidos en Bogotá reflexionaba sobre Núñez poco después de su muerte: «Ni el peor de sus enemigos le niega sus talentos como político, hombre de letras y poeta, y yo debo decir que en general gozaba de la reputación de ser el más eminente estadista de este país que, de todas formas, a pesar de la distancia de 600 millas de la capital, logró mantener la paz por nueve años, lo que muestra al menos una gran habilidad ejecutiva».




       




       




      De Caro a la dictadura de Reyes (1894-1909)




       




      La paz conquistada era, sin embargo, bastante precaria. Al igual que era inestable la posición de Caro, ahora en plena titularidad de la presidencia. La muerte de Núñez debilitó su mandato, mientras se alimentaban ilusiones revolucionarias entre los liberales y disidencias en el partido de gobierno. Los primeros se levantaron en 1895, una rebelión vana e infructuosa que el Ejecutivo logró sofocar en menos de tres meses. Los segundos comenzaron a organizarse para impedir las ambiciones reelectorales de Caro.




      Desde comienzos de 1896, con dos años de anticipación, varios periódicos lanzaron el nombre de Caro como candidato a la presidencia en 1898. Sus esfuerzos se tropezaron con un ambiente receptivo bastante frío, cuando no hostil, por parte de sus antiguos aliados. En enero, una veintena de conservadores, liderados por Carlos Martínez Silva, divulgaron un duro manifiesto en el que rompían abiertamente con la Regeneración. Si bien reivindicaban la bondad de algunos de sus logros, asimismo enumeraban una larga lista de críticas a un «sistema autoritario y sin contrapeso […] que amenaza ya seriamente, en sus desarrollos prácticos, ponerse en pugna con las tradiciones republicanas de la nación y del mismo partido conservador». Sobresalían allí sus reclamos contra los abusos de poder del Ejecutivo, incluidas sus medidas represivas contra la prensa, y su propuesta de reforma de la Constitución. Con la publicación de dicho manifiesto se dio inicio a la recomposición del Partido Conservador, agrupado alrededor de quienes se llamaron «históricos», y el gradual desmantelamiento del Partido Nacional, en un proceso que dejó un partido fragmentado como legado a largo plazo. Su efecto a corto plazo fue ponerle fin a las ambiciones reeleccionistas de Caro. Ni siquiera los funcionarios públicos simpatizaban con su candidatura, señalaba Martínez Silva en las páginas del Repertorio Colombiano, su influyente periódico. Miembros de la alta jerarquía católica, en apariencia sus naturales aliados, tampoco le respaldaron. Sus enfurecidos seguidores del nacionalismo asaltaron la casa arzobispal en Tunja. Al constatar que su nombre no tenía mayor acogida en la opinión pública, Caro desistió de sus aspiraciones a mediados de 1897. Según Martínez Silva, el país había expresado lo que no quería.




      Expresar su positiva voluntad probó ser mucho más complejo y tortuoso, en un proceso en el que se combinaron las sinuosidades del sistema electoral, las torpezas del gobierno y la creciente preponderancia del ala belicista del Partido Liberal, que acabaron desembocando en la trágica Guerra de los Mil Días (1899-1902). Bajo un nuevo directorio, liderado inicialmente por el pacifista Aquileo Parra, los liberales acudieron a las urnas en las elecciones de representantes de 1896. Los frenó el fraude. Apenas lograron la elección de dos de sus candidatos, Santiago Pérez y Rafael Uribe Uribe, aunque el primero, todavía en el exilio, nunca ocupó su curul, dejando a Uribe Uribe como la única voz liberal en el Congreso. «Con semejante resultado electoral, la política de paz recibió un rudo golpe», escribió después Eduardo Rodríguez Piñeres. Caro se acercó a los liberales en búsqueda de una fórmula que permitiera la elección de su ministro de gobierno en la presidencia. Pero los liberales decidieron ir con candidato propio, Miguel Samper. Caro no encontró salida distinta de la candidatura de Manuel Antonio Sanclemente, con José Manuel Marroquín para la vicepresidencia. Si bien éstos lograron triunfar en las elecciones presidenciales a nivel nacional, los liberales con Samper conquistaron las mayorías electorales en Bogotá. Frenado en sus aspiraciones reelectorales, incapaz de poner sucesor, y frente a un liberalismo victorioso en la capital, Caro había sufrido una estruendosa «derrota moral» en 1898.




      Caro aspiraba, no obstante, a que el legado de la obra regeneradora fuese de largo aliento. En su último mensaje presidencial al Congreso, el 20 de julio de 1898, dejó expresa constancia de su concepción del poder y de sus convicciones políticas, arraigadas en una visión polarizante de la historia colombiana. A sus opositores liberales no les confería mayor legitimidad, identificados con la revolución, la anarquía, la secta política. Su obsesión seguía siendo la de consolidar un orden social cristiano. Paradójicamente, al reconocer el poder de la Iglesia católica por encima del poder del Estado, Caro contribuyó a minar las bases intelectuales de los caudillismos cesaristas que, tras el ejemplo de Porfirio Díaz en México, se asentaron en varios países del continente. «Fuera de estos poderes temporales, que constituyen el Estado —observó en su mensaje presidencial—, existe un poder espiritual que reside en una sociedad universal, jerárquicamente organizada, que es la Iglesia; y la Iglesia y el Estado son a su vez potestades independientes y armónicas». En contraste, advirtió, «la escuela revolucionaria principia por establecer la omnipotencia del Estado, desconociendo el derecho natural y los derechos de la Iglesia, todo límite moral de ese poder». Por supuesto que no defendía una concepción liberal del poder limitado. Creía además en un Estado paternal, por encima de convicciones antiliberales profundas. «Los gobiernos, por su institución, no son amenaza, sino escudo», le dijo a los congresistas. «Un gobierno cristiano aspira a proteger todo derecho, y especialmente el de los débiles, contra los abusos que se cometen a la sombra de las desigualdades naturales y de los monopolios de particulares que ellas inevitablemente engendran».




      «Que la nueva administración —deseaba Caro en aquella última alocución al Congreso como presidente de la República— […] logre […] afirmar más y más la obra santa de la regeneración de Colombia». Pero la Regeneración había cumplido con él su epílogo. Su fin ocurrió como resultado de las elecciones en aquel 1898, cuando las urnas determinaron cambios de importancia en los destinos nacionales. A la derrota moral de Caro siguió la derrota de los nacionales en las elecciones de un Congreso ahora dominado por la oposición —el que se tratase de una oposición de históricos contra nacionales no le restaba su condición opositora al Ejecutivo—. A fines de 1898, el Congreso aprobaba un ambicioso paquete de reformas legislativas destinado a desbaratar la «llamada regeneración fundamental». Entre otras medidas —que formaban parte de las demandas liberales—, se suprimió el impuesto a la exportación del café, se aprobó una ley de indulto, se derogó la ley de facultades extraordinarias —conocida como «ley de los caballos»— y se aprobó una ley de imprenta. Sin embargo, el Congreso rehusó aprobar una reforma electoral que le ofreciese garantías al Partido Liberal. Liberales como Rodríguez Piñeres consideraron que la obra legislativa de 1898 había sido una «verdadera revolución», pero la falta de aprobación de la ley de elecciones «dio banderas al belicismo».




      Rodríguez Piñeres no libró al gobierno de responsabilidades por los orígenes de la guerra. No obstante, en su extraordinario relato Diez años de política liberal, ofreció una franca autocrítica de la conducta del partido, cuya dirección, abandonada por Parra, pasó a manos del ala guerrerista, con Uribe Uribe a la cabeza. «En la situación que se hallaba el país —advirtió— el espíritu político aconsejaba que el liberalismo mantuviera la paz a todo trance […] Pero “los guapos se impacientaron” y echaron a perder toda la obra civilista». Según Rodríguez Piñeres: «En 1899 […] no estaba suspendido ningún periódico; ni la libertad de la prensa había sido atacada recientemente por el gobierno […]; ni estaba desterrado ningún escritor […]; ni todo el partido quería ir a la guerra; ni había libertades civiles que conquistar por las armas, pues estaban vigentes las de esta clase, consagradas en la constitución y las leyes». Por ello, la revolución de 1899 había sido «la aventura más arriesgada y más absurda que se haya cometido en Colombia».




      Tras el nuevo estallido bélico, el 18 de octubre de 1899, siguió para el país una década constitucionalmente atípica en su historia. Ninguno de los conflictos anteriores se prolongó tanto, ni arrojó tantas víctimas, ni se extendió territorialmente en las dimensiones de la Guerra de los Mil Días. En medio del conflicto, el 31 de julio de 1900, al grito de «¡Viva el señor Marroquín!», los históricos lideraron un golpe de Estado contra Sanclemente, y lo que primero se interpretó como un paso para solucionar la guerra sólo sirvió para prolongarla. A la tragedia humana en los campos de batalla sucedió la tragedia física de la pérdida de territorio, con la separación de Panamá apoyada por Estados Unidos en 1903. El carácter atípico del periodo lo marcaron también el cierre del Congreso y la subsiguiente dictadura del general Reyes, así como la serie de episodios que permitieron el regreso a la normalidad constitucional en 1910.




      La pérdida de Panamá motivó la búsqueda de la concordia, que ganó mayores espacios con la elección presidencial de Rafael Reyes en 1904. Fue una elección disputada entre conservadores, frente a la abstención de un liberalismo aún desmoralizado. El triunfo de Reyes —teñido de fraude por las artimañas electorales en la Guajira, donde se produjo un registro de votantes ficticio a su favor, el Registro Padilla— fue, no obstante, bien recibido por los liberales. Ausente durante la guerra, Reyes no estaba asociado con sus amargos recuerdos. Con el nuevo presidente, los liberales regresaron al gobierno central, si bien en condición minoritaria: dos liberales ocuparon los ministerios de Relaciones Exteriores y Hacienda al inaugurarse su administración.




      El gobierno de Reyes se caracterizó en principio por una administración llena de la energía de un presidente emprendedor que recorrió el país de un rincón a otro. Sus viajes quedaron retratados en un libro magnífico, el registro fotográfico de una nueva era de progreso material, mediante el que se puede seguir el itinerario presidencial en plantaciones de banano, refinerías de azúcar, fábricas de textiles, viajes en buques de vapor, ferrocarriles y carreteables.




      Los progresos de Reyes, sin embargo, se hicieron a costa de las libertades políticas. Enfrentado desde sus comienzos a un Congreso de mayoría opositora, Reyes decidió clausurarlo el 13 de diciembre de 1904, mientras confinaba a varios congresistas adversos a la colonia penal de Orocué. Paradójicamente, uno de los opositores más notables a Reyes fue Miguel Antonio Caro, quien meses atrás, en junio de ese mismo año, había criticado los planes de querer implantar en Colombia un régimen caudillista como el de Porfirio Díaz en México. «Bajo la fórmula del porfirismo —advirtió Caro— hay algo audaz que subleva el sentimiento de la dignidad nacional, hay algo misterioso que causa espanto».




      Reyes reemplazó al Congreso con una Asamblea Nacional, convocada poco después, a comienzos de 1905, a la que cada departamento envió tres diputados, una tercera parte destinada al liberalismo, que contó entre sus representantes a figuras como Baldomero Sanín Cano. Fue una Asamblea adicta a Reyes, sumisa a sus designios y cuya composición cambió con frecuencia de acuerdo con la voluntad del dictador. Reyes forzó el retiro del vicepresidente, el general Ramón González Valencia, mientras la Asamblea le extendió el periodo presidencial hasta los diez años y avaló otra serie de medidas de carácter represivo y autoritario. El régimen se endureció tras las frustradas conspiraciones e intentos de asesinar al presidente, quien en febrero de 1906 fue atacado cuando paseaba en un coche con su hija en Bogotá. «La prensa como órgano de información apenas existía —recordaría años más tarde Luis Eduardo Nieto Caballero— […] como órgano de opinión había muerto». En 1908, los planes de fragmentar la organización territorial del país y suprimir las rentas departamentales provocaron oposición en las regiones. A las animadversiones políticas se unieron los malestares de sectores empresariales, enfrentados a las incertidumbres que generaban las arbitrarias políticas económicas de un gobierno despótico. Sin embargo, la chispa que provocó el estallido final contra Reyes provino de la política exterior, tras la firma en enero de 1909 del Tratado Cortés-Root, que buscaba un arreglo con Estados Unidos sobre la pérdida de Panamá. Mientras la Asamblea Nacional discutía el tratado, Nicolás Esguerra —una de las cabezas del emergente movimiento de oposición— publicó un memorial contra el tratado, en el que además cuestionaba la autoridad ilegítima de la Asamblea para tomar cualquier decisión. El 13 de marzo de 1909, los estudiantes lideraron las manifestaciones populares que, desde las barras de la Asamblea, tomaron las calles de Bogotá. Aquel día, según Carlos E. Restrepo, líder del movimiento de Unión Republicana que dio fin a la dictadura, «fue la rectificación de nuestra historia y su encauzamiento por las corrientes de la democracia tradicional».




      Convencido de que las cartas no jugaban a su favor, Reyes abandonó clandestinamente el país a mediados de 1909 y dejó la presidencia en manos de Jorge Holguín, su designado. Las protestas en Bogotá habían forzado al gobierno a convocar las elecciones del Congreso, cuyos resultados reflejaron un delicado equilibrio político: los republicanos pesaban en la Cámara, mientras que reyistas y antiguos nacionales primaban en el Senado. En tales circunstancias, las amenazas de otra guerra civil eran serias. No obstante, el panorama se aclaró cuando Holguín renunció a sus ambiciones de permanecer en la presidencia, y el Congreso llamó entonces al poder al general Ramón González Valencia, el vicepresidente elegido en fórmula con Reyes en 1904. Le correspondió así a González Valencia presidir la transición hacia el retorno del orden constitucional en 1910.




       




       




      El orden constitucional en 1910




       




      «El siglo XIX no se clausuró en Colombia sino en 1910», escribió el cronista político Julio H. Palacio. «Desde entonces la transformación de nuestra patria ha sido total, definitiva e irrevocable». Ni total, ni definitiva, ni tampoco irrevocable. No obstante, el momento de 1910 fue de enorme significado al inaugurarse una nueva etapa en la historia nacional, marcada por décadas de estabilidad y de progreso material, social y político.




      El restablecimiento del orden constitucional tuvo que superar primero el problema de la sucesión presidencial. González Valencia decidió resolverlo con la convocatoria de una Asamblea Nacional, cuyos diputados fueron elegidos por los concejos municipales. Encargada de elegir a un nuevo presidente y reformar la Constitución, la Asamblea se instaló el 15 de mayo de 1910. Dos meses más tarde, tras reñida competencia, la candidatura presidencial del republicano Carlos E. Restrepo triunfaba sobre la del conservador José Vicente Concha. La Asamblea restableció la vigencia de la Constitución de 1886, pero le introdujo reformas de profundo sentido liberal y democrático. A partir de 1914, los ciudadanos elegirían directamente al presidente de la República, cuyo periodo se redujo a cuatro años, sin posibilidades de reelección consecutiva. Se rebajaron de manera considerable los requisitos de renta y patrimonio para votar. La Asamblea también adoptó reformas para garantizar la representación minoritaria de los partidos y la independencia del Poder Judicial. Adicionalmente prohibió la pena de muerte, abolió el papel moneda de curso forzoso y tomó medidas encaminadas a reinstaurar la responsabilidad presidencial, fortalecer la descentralización y revigorizar las tareas del Congreso y de las asambleas departamentales. Al firmar las reformas aprobadas por la Asamblea, ya como presidente en octubre de 1910, Restrepo resaltaba la importancia de lo logrado, tanto por su contenido como por la naturaleza consensuada de las reformas. Quienes aprobaban el acto legislativo, advirtió en su alocución, habían sido antes opositores políticos. Sus firmas comprobaban que había formas democráticas que no eran el «privilegio de ningún partido, sino común y glorioso patrimonio de los colombianos».




      El espíritu de consenso que informó la reforma constitucional de 1910 había tenido un reflejo amplificado en las celebraciones del primer centenario de la independencia, ocurridas casi de manera simultánea con las deliberaciones de la Asamblea y la elección de Restrepo. Las festividades, prolongadas durante dos semanas, fueron además la ocasión para reafirmar los principios fundadores de la nación. Un acto servía para evocar los Derechos del Hombre, cuya declaración fue traducida por Antonio Nariño; otro para reclamar la vigencia del principio de igualdad —la razón de la República era «constituir un gobierno de todos, por todos y para todos, en el que ningún hombre, secta o partido pudiera perpetuar la usurpación de la soberanía común»—. Tales evocaciones estuvieron lejos de ser simples apologías patriotas. Con frecuencia iban acompañadas de reflexiones críticas sobre un pasado de frustraciones que se hacía necesario superar. «Saludables meditaciones» las llamó González Valencia, quien como jefe de Estado presidió las fiestas centenarias. Su discurso conmemorativo del 20 de julio lo dedicó a contrastar los propósitos de la independencia, con los «extravíos» posteriores como resultado de las luchas partidistas, estériles y sangrientas. El mensaje de paz presidencial fue reiterativo. Cinco días después, González Valencia insistía sobre la necesidad de que «en la nueva centuria independiente, el amor a la paz arraigue fuertemente en la conciencia popular». Líderes liberales en la Guerra de los Mil Días, como el general Benjamín Herrera, unían sus voces a este mensaje conciliador al pedir que se superaran las intransigencias del pasado y se consolidara el gobierno caracterizado «por la amplitud de sus miras y la alteza de sus propósitos, representante fiel de una democracia libre, ordenada y progresiva».




      El Centenario fue así una gran «fiesta de paz, de civilización y progreso», en la que participaron los más notables dirigentes de todos los partidos, liberales como Herrera y Rafael Uribe Uribe, conservadores como Marco Fidel Suárez y republicanos como Carlos E. Restrepo. Casi todos los presidentes elegidos entre 1910 y 1930 fueron oradores en algunos de los tantos actos organizados para las celebraciones centenaristas: Restrepo y Suárez, Pedro Nel Ospina, Miguel Abadía Méndez y Enrique Olaya Herrera. Las fiestas no se confinaron a salones privados, ni a la exclusiva participación de las élites políticas. Durante las dos semanas de celebraciones, las conmemoraciones ocuparon los espacios públicos con procesiones y discursos, alegrados ocasionalmente con música y fuegos artificiales, tanto en las zonas céntricas de la ciudad como en los barrios populares. Y lo ocurrido en Bogotá tenía resonancia nacional, aunque la intensidad de las celebraciones varió en todos los rincones del país.




      El momento de 1910 estuvo antecedido de importantes reconsideraciones intelectuales, cuya expresión más inmediata fue el libro de ensayos de Carlos Arturo Torres, Idola Fori, publicado por primera vez en 1909. Torres, reconocido pacifista del liberalismo durante toda la Guerra de los Mil Días, ingresó al gabinete de Marroquín tras el fin del conflicto, un acto de reconciliación nacional. Hombre de letras, dirigió varios periódicos asociados de manera estrecha con el partido y las doctrinas del liberalismo. Desde estas tribunas, contribuyó a la difusión de los principios que animaron las reformas de 1910. La guerra, escribió en El Nuevo Tiempo en 1902, no era compatible con la educación civil que se requería para la libertad. Su rechazo a las confrontaciones bélicas fue frontal y sin ambigüedad alguna: «Con la guerra civil no se conquista la libertad civil; en la escuela de la violencia no se aprende la tolerancia; en los cuarteles no se adquiere la capacidad cívica; ¡en las matanzas no se aprende a respetar la vida humana!». Aquel año, en el mismo diario, publicó su «profesión de fe», en la que se destacaban, entre otros postulados, su defensa del habeas corpus y de la libertad de conciencia; de la igualdad de los ciudadanos ante la ley; de la «representación de las minorías, sin lo cual no hay República posible»; de la independencia del poder electoral; de la supremacía del Parlamento sobre el Ejecutivo. Mientras defendía el más amplio régimen de libertades civiles y políticas con propósitos democráticos, Torres expresaba también su «enérgica oposición a la implantación de un militarismo opresor, incompatible con las libertades públicas».




      Su pensamiento más elaborado, sin embargo, apareció en su libro Idola Fori, una colección de ensayos cuyo mensaje central, en palabras del escritor uruguayo José Enrique Rodó, era de «conciliación», al tiempo que criticaba «los fanatismos de la tradición y los fanatismos de la revolución». Así como en sus escritos anteriores en El Nuevo Tiempo, Torres dedicó sus páginas a deslegitimar las apelaciones a la violencia. De la violencia las sociedades sólo podían esperar más sufrimiento: «La libertad que la violencia impone […] por la violencia desaparece». Las guerras civiles eran el terreno más fértil para las tiranías: «Cuanto más larga y más intensa es la precedente convulsión anárquica, más inexorable es la personalidad del César democrático que la sucede y que la enfrenta». Torres se opuso tanto al encanto desenfrenado de las mayorías como a la voluntad omnipotente del caudillo. Advertía contra la tendencia de atribuirle a una sola persona cualidades extraordinarias que terminaban demeritando la obra colectiva en toda sociedad. Tal actitud, según Torres, provocaba «el desdén por la obra impersonal, que es enorme en la historia, y a imponer con caracteres de dogma la semidivinidad de unos a expensas del resto de la especia humana». Por eso, «a la deificación de los hombres de presa, de los héroes y de los providenciales salvadores de pueblos […] [era] preciso oponer el respeto a la ley, el concepto de dignidad nacional y el culto serio a la libertad». En buena parte, su filosofía política se inspiraba en el positivismo del británico Herbert Spencer, pero Torres buscó también sus fundamentos en quienes ayudaron a forjar la independencia, identificados con los valores que consideró más relevantes del espíritu nacional: «La tradición legalista, el predominio del civilismo, la preocupación constante por las fórmulas institucionales, un sentido de generosidad y aun de ingenua fe en las teorías de gobierno».




      La obra de Carlos Arturo Torres inspiró dos movimientos interrelacionados, uno intelectual —la generación del Centenario—; el otro político —la Unión Republicana—. Bautizado así por Luis Eduardo Nieto Caballero, el primero fue en principio un grupo muy diverso de personas unidas tan sólo por la edad, miembros de una misma generación cuya irrupción en la vida pública coincidió con las conmemoraciones de los 100 años de la independencia. Desde su aparición, sin embargo, pasó a identificarse con el espíritu de conciliación propagado durante la época. Fue un «temperamento», según lo definiría más tarde Nieto Caballero: «La anti-secta […]. La patria por encima de los partidos. […] la lucha contra la nerviosidad […]. Respeto profundo por las ideas ajenas, vistas en un marco de sinceridad, para atacarlas, en nombre del libre examen, con palabras corteses». Quienes se identificaban como centenaristas se adscribían a una doctrina de tolerancia: «¡Odio al odio y nada más que al odio!».




      Estas ideas de tolerancia y conciliación tuvieron una expresión política en la Unión Republicana, liderada por Carlos E. Restrepo, quien presidió los destinos colombianos entre 1910 y 1914. De origen antioqueño y conservador, Restrepo intentó reorientar el sistema político de los colombianos. Como se ha sugerido sobre los independientes, la Unión Republicana tuvo, en términos modernos, casi todas las características de un partido político: organización, ideario y periódicos que lo difundieran, presencia activa en las luchas electorales, representación en las corporaciones públicas, y manejó además las riendas del poder nacional durante cuatro años. Su existencia fue menos efímera que lo que suele creerse. No obstante, tras su derrota electoral en 1914, su vida fue más bien precaria, sin las bases sociales para consolidarse como un partido de masas.




      Como partido, el republicanismo emitió manifiestos, entre los que El Tiempo destacaba el del 3 de noviembre de 1909, el del 12 de mayo de 1912 y el del 13 de marzo de 1913. El programa del republicanismo fue eminentemente político: protección de los derechos de las minorías; equilibrio en la repartición de los cargos públicos; libertad de sufragio; respeto a la libertad de prensa; oposición a la interferencia del clero en las elecciones y en los partidos. Un panfleto sobre las «ideas republicanas», publicado en Popayán, cuyos apartes fueron reproducidos en la prensa bogotana en 1914, reclamaba el carácter de «partido» para los republicanos, mientras hacía la lista de algunas de sus ejecutorias:




       




      El partido republicano ha obrado aquí la consolidación de las libertades públicas; ha fijado la alianza entre la fuerza del Gobierno y el instinto de los pueblos como necesaria condición de paz; ha hecho de la tolerancia llama vivificante en este medio encendido por las pasiones; ha establecido el dogma de la probidad en el manejo de los caudales públicos; ha producido el saneamiento político y administrativo; ha establecido el servicio militar obligatorio, suprimiendo el salvaje reclutamiento; ha roto el troquel de los prejuicios; ha destruido los métodos ancestrales y los ídolos gastados, y ha impulsado vigorosamente la prosperidad nacional.




       




      Restrepo presidió el país en momentos de importantes cambios sociales, con repercusiones políticas. A partir de 1910, recordaría en sus memorias el líder sindical Ignacio Torres Giraldo, se reconstruyeron «viejas asociaciones artesanales convertidas en esqueletos serviciales de la dictadura, y se crean nuevas ahora mucho más saturadas de contingentes proletarios y con ellas numerosos pequeños periódicos que pasan las fronteras con sus mensajes de fraternidad». Aquel año tuvieron lugar las primeras huelgas obreras, como las promovidas por los trabajadores del muelle de Barranquilla, que reclamaban un aumento salarial. Hubo intentos de crear un partido político que respondiera a las nuevas demandas sociales. Un Comité Electoral Obrero se estableció en Pereira con el fin de participar en las elecciones de diputados de 1911. De acuerdo con Torres Giraldo, sin embargo, las nuevas asociaciones de trabajadores seguían siendo «arrastradas» por los partidos tradicionales a «sus campamentos en su juego electoral». Aunque Torres Giraldo reconoció que los republicanos «hacían un gobierno nacional tolerante, honesto y de buenas maneras», les criticaba por no haber abocado «ninguno de los problemas fundamentales».




      Torres Giraldo infravaloraba las raíces sociales e históricas de los partidos políticos. Infravaloraba también la continuidad de los problemas originados en el siglo anterior, como los relacionados con la Iglesia católica. La administración Restrepo hizo esfuerzos por secularizar la vida política colombiana que coincidieron, paradójicamente, con el regreso del tema religioso al centro del debate público. En 1912, Rafael Uribe Uribe publicaba un extenso memorial, De cómo el liberalismo colombiano no es pecado, texto que reflejaba, como las respuestas que provocó, la prolongación de una polémica decimonónica que daba pocas señales de apagarse.




      Restrepo adoptó una posición centrista, que le alejó tanto de conservadores como de liberales, quienes le veían como el líder de un partido enemigo. Sin embargo, unos y otros le ofrecieron alianzas. En una ocasión, recién posesionado, sectores del conservatismo cercanos a la Iglesia le sugirieron que organizara desde el poder un partido católico. En otra, Uribe Uribe le propuso que se uniera a los liberales. «Coincidimos en unos puntos, pero divergimos en otros» fue su respuesta, negativa a ambos. Le chocaba además la figura de Uribe Uribe, como le describiera en 1911: «El partido liberal busca la sombra omnímoda y autoritaria de Uribe Uribe, tipo de caudillo, bajo cuya levita asoma buena parte del machete del dictador». Restrepo creía que «nuestros viejos partidos cumplieron su misión en la época de la vida colombiana que les tocó nacer y figurar». Pero rehusó la posibilidad de organizar desde el poder una maquinaria partidista. Si lo intentó, sus esfuerzos fueron entonces fallidos. En 1913, tras las elecciones de representantes se lamentaba: «No alcanzan a tres los verdaderos amigos del gobierno que ocuparán puesto en la Cámara de Representantes». Gobernó con un Congreso adverso. Ya en 1911, dos grupos políticos, la Unión Conservadora y el Bloque Liberal, orientados por Concha y Uribe Uribe respectivamente, controlaban desde la oposición las dos Cámaras parlamentarias. «Jamás llegué a tener una mayoría favorable en el parlamento», recordaría en sus memorias, con cierta frustración. El cuadro era similar a nivel local. En las elecciones de 1911 en Santander, por ejemplo, la votación por los republicanos fue casi irrisoria frente a las de liberales y conservadores. Ni en Antioquia, su departamento, pudo Restrepo conquistar electorados voluminosos, con la excepción de Medellín y sus alrededores, aunque allí también los republicanos eran los terceros en las urnas.




      A pesar de las acciones del republicanismo, la tendencia hacia el bipartidismo se hizo pues cada vez más clara. «Todo el mundo —se quejaba Restrepo a fines de su administración— se ha convertido en godo o en rojo sin admitir otros matices». Su recuento fue el del aislamiento creciente: «Tres grupos fuertes que al principio se me opusieron, que luego se concentraron en dos y que al fin se amalgamaron en uno […] hablo de históricos, o conservadores a secas; de liberales uribistas; y de nacionalistas; después fueron liberales y conservadores […]; y acabaron por unirse contra el republicanismo y contra mí». En 1914, el triunfo del candidato conservador a la presidencia, José Vicente Concha, sobre la candidatura republicana de Nicolás Esguerra fue arrollador. No obstante, como advirtiera el historiador James Henderson, el «espíritu» del republicanismo fue mucho más amplio e importante que lo que podrían sugerir sus pocos años de poder presidencial.




       




       




      Los partidos y la limitación del poder




       




      Como se ha visto, hubo más de dos partidos compitiendo y compartiendo el poder nacional desde fines de la década de 1870. Sin embargo, con la derrota de los republicanos y el advenimiento de Concha a la presidencia en 1914, el bipartidismo liberal-conservador se arraigó en las siguientes dos décadas con algunas características extraordinarias. Los republicanos no desaparecieron del todo ni de inmediato. Y surgieron otros partidos. Pero, como se mostrará en esta sección, liberales y conservadores lograron consolidar y expandir sus bases durante un periodo ahora sí de hegemonía de los últimos, hasta 1930, si bien limitada por la importante presencia liberal en el Congreso y en los cuerpos de representación en algunos municipios y departamentos, así como en la prensa y en el creciente movimiento obrero.




      Las actividades partidarias se intensificaron en buena parte como resultado del nuevo calendario electoral tras las reformas de 1910. Cada cuatro años tuvieron lugar las elecciones presidenciales; y cada dos años, desde 1911, las elecciones para diputados departamentales, representantes al Congreso y concejeros municipales, en diferentes meses del año —febrero, mayo y octubre, respectivamente—. Así eran escasos los años sin elecciones. Aunque los niveles de participación en las urnas variaron de municipio en municipio, el electorado en su conjunto creció de forma notable, a ritmos más rápidos que el crecimiento poblacional: se multiplicó por dos entre 1914 y 1922, y a partir de ahí, hasta 1930, volvió a crecer un 30 por ciento. A mayor competencia electoral, mayor la proporción de votantes: un 48 por ciento de la población masculina adulta votó en las reñidas elecciones de 1922 y 1930, número que se redujo a un 30 por ciento en las elecciones de 1914 y 1918, cuando los liberales no presentaron candidato propio. En unas y otras ocasiones, el volumen de electores era considerable, sobre todo si se tiene en cuenta que aún existían restricciones al sufragio. Las campañas fueron con frecuencia centros de masivas movilizaciones políticas, que también atraían la participación femenina, como se puede verificar en los registros fotográficos de las elecciones de 1911, 1918 y 1930.




      Los conservadores triunfaron con candidatos de unión en las elecciones presidenciales de 1914, 1922 y 1926, pero se presentaron divididos en las de 1918. No surge un patrón de comportamiento partidario en ninguna de estas elecciones. Los liberales se abstuvieron de presentar candidato propio en las elecciones presidenciales de 1914 y 1918, mientras sus facciones apoyaban a los otros candidatos, con diferentes niveles de entusiasmo. Como relata James Henderson, durante la campaña para elegir presidente en 1918 un grupo diverso de líderes políticos —los liberales Benjamín Herrera y Alfonso López Pumarejo, el conservador Laureano Gómez y los supervivientes republicanos Eduardo Santos y Luis Eduardo Nieto Caballero— recorrió el país en apoyo de Guillermo Valencia y en oposición a Marco Fidel Suárez. La elección de 1926 fue la única en que el candidato conservador Miguel Abadía Méndez fue elegido sin oponentes, ni siquiera de su propio partido. Por el contrario, la de 1922 fue la única del periodo en que los liberales decidieron disputar la presidencia con Herrera, derrotados por el conservador Pedro Nel Ospina.




      Sus victorias consecutivas en las elecciones presidenciales entre 1914 y 1926 no significaban que los conservadores gozaran de poder absoluto, ni sin límites. Las reformas electorales de comienzos de siglo, como ya se ha mostrado, garantizaban una representación notable de los liberales en las corporaciones de elección popular. Estos lograron en ocasiones hacer alianzas mayoritarias con facciones del conservatismo en el Congreso, y hasta conquistaron las mayorías en algunos municipios. En 1916, por ejemplo, controlaban el concejo de Barranquilla. En 1923, los liberales conquistaron 10 de las 15 curules del concejo municipal en Bogotá. A nivel nacional, pocos presidentes enfrentaron una oposición tan fuerte como Suárez, aunque fuese una oposición liderada por miembros de su propio partido. Elegido a la presidencia en 1918, Suárez se vio forzado a renunciar en 1921 tras unos debates parlamentarios que minaron su prestigio y autoridad. Su experiencia, además de su trayectoria personal, sirve para ilustrar aspectos de la compleja vida política colombiana, y de la naturaleza del sistema político, que suelen ser poco apreciados por la historiografía dominante.
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